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I. RESUMEN

1. El 29 de abril de 1998, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la “Comisión”) recibió una petición por conducto de la Oficina Nacional de Enlace de la Organización de los Estados Americanos en Buenos Aires. La petición fue presentada por los abogados Julio César Strassera, Nicolás Corradini y Santiago Felgueras (en adelante los “peticionarios”) y en ella se alega la presunta responsabilidad del Estado argentino (en adelante el “Estado”, el “Estado argentino” o “Argentina”) por la ausencia de reparación  de los hechos que llevaron al exilio al señor Enrique Hermann Pfister Frías y a la señora Lucrecia Oliver de Pfister Frías (en adelante “las presuntas víctimas”). Los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la libertad personal, las garantías judiciales, circulación y residencia,  la igualdad y la protección judicial establecidos en los artículos 7, 8, 22, 24 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”) en relación con los deberes de garantía y de adopción de disposiciones de derecho interno, conforme a los artículos 1(1) y 2 de dicho tratado. 
2. En la petición se indica que como consecuencia de la persecución de la que fuera víctima, durante la época de la dictadura militar, la familia Pfister Frías ingresó el 10 de octubre de 1976 a la Embajada de Venezuela, donde el señor Enrique Hermann Pfister habría permanecido aproximadamente durante ocho meses; y que con posterioridad él y su familia se habrían exiliado en Venezuela.  Alegan que con el objeto de obtener reparación de los daños ocasionados por los años de exilio forzado agotaron los recursos internos al solicitar que se les otorgara la indemnización prevista en la ley 24.043, la cual fue rechazada
. Además, afirman que contra esta resolución interpusieron un recurso directo ante la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo, el cual fue rechazado. También argumentan que tanto la decisión judicial como la administrativa habían violado el derecho a la igualdad porque no se les otorgó a las presuntas víctimas la indemnización prevista en la ley, a diferencia de otras personas que se encontrarían en circunstancias similares que sí habrían sido compensadas. 
3. El Estado argumentó: i) que la petición fue interpuesta por fuera del plazo razonable; ii) que no se agotaron los recursos internos y; iii) que los hechos alegados no caracterizan una violación de la Convención Americana. Acerca del segundo aspecto, el Estado manifestó que no se habría agotado el recurso ordinario de conocimiento ni un juicio de daños y perjuicios para obtener la indemnización. En relación con el tercero de estos aspectos, el Estado manifestó que el ámbito de aplicación de la ley no comprendía la situación de la familia Pfister, y que las decisiones judiciales citadas por los peticionarios presentan diferencias significativas con los hechos alegados por las presuntas víctimas.
4. De acuerdo a lo previsto en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, así como en los artículos 30 y 37 de su Reglamento, y luego de analizar las posiciones de las partes, la Comisión decidió declarar admisible la petición. Por lo tanto, la CIDH determina notificar su decisión a las partes y continuar con el análisis de fondo relativo a las presuntas violaciones a los artículos 8 (garantías judiciales) y 25 (protección judicial), con relación al 1(1) (obligación de garantizar los derechos) y 2 (deber de adoptar medidas de derecho interno) de la Convención Americana; y de los artículos I y VIII de la Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 10 de noviembre de 1998, la Comisión acusó recibo de la petición y le solicitó al peticionario que informara la fecha de notificación de la última decisión con la que se habrían agotado los recursos internos. El 24 de diciembre de 1998, los peticionarios contestaron la solicitud de información. El 10 de febrero de 1999, la Comisión transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado y le otorgó un plazo de noventa días para presentar sus observaciones. El 10 de mayo de 1999, el Estado solicitó  prórrogas a través de comunicaciones del 10 de mayo de 1999  y 7 de junio de 1999. El 7 de julio de 1999, el Estado presentó su  respuesta a la petición de la cual se transmitieron las partes pertinentes a los peticionarios en esa fecha.
6. Los peticionarios remitieron observaciones adicionales el 24 de septiembre de 1999 y el 23 de julio de 2000. Las partes pertinentes de dichas observaciones fueron debidamente transmitidas al Estado el 25 de octubre de 1999 y el 27 de julio de 2000 respectivamente. Adicionalmente, los peticionarios presentaron información el 16 de febrero de 2001, la cual fue transmitida al Estado el 26 de marzo de ese mismo año para que presentara sus observaciones. El 21 de junio de 2001, los peticionarios remitieron observaciones las cuales fueron transmitidas al Estado el 20 de agosto de ese año.
7. El Estado haciendo uso de prórrogas concedidas por la CIDH presentó sus observaciones el 7 de julio de 1999; 14 de marzo de 2000; 5 de septiembre de 2000; 14 de diciembre de 2000. Las partes pertinentes de dichas observaciones fueron debidamente transmitidas a los peticionarios, el 19 de agosto de 1999 y el 28 de marzo de 2000; 18 de septiembre de 2000; 19 de diciembre de 2000. El Estado también presentó sus observaciones el 26 de marzo de 2001, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios el 25 de mayo de 2001. El 4 de octubre de 2001, el Estado envío información adicional la cual fue transmitida a los peticionarios el 17 de octubre de 2001. 
III. POSICIONES DE LAS PARTES

A. Posición de los peticionarios
8. Los peticionarios señalaron que Enrique H. Pfister Frías se desempeñó desde el 25 de mayo de 1973 hasta febrero de 1974 como Ministro de Gobierno, Justicia e Instrucción Pública de la Provincia de Salta. Afirmaron que el 12 de marzo de 1975 habría explotado un carro bomba en la casa de la familia Pfister que habría destruido su casa. Sostuvieron que como consecuencia de este hecho, la familia Pfister se trasladó provisoriamente primero a la ciudad de Buenos Aires y después a Acassuso, Provincia de Buenos Aires, donde permanecieron hasta el 10 de octubre de 1976.
9. La petición indica que después del golpe militar de 24 de marzo de 1976,  las presuntas víctimas se enteraron a través de diferentes personas de “la inminente amenaza a su libertad personal e integridad física”
, por lo que gestionaron y tramitaron el asilo político ante la Embajada de la República de Venezuela. De acuerdo con los peticionarios, el 10 de octubre de 1976 la familia Pfister ingresó a la sede de la Embajada y se encontraban “privados de la libertad en su propio país, ya que se encontraban sujetos a la acción discrecional del Gobierno y sus órganos de seguridad, oficiales y paraoficiales”
. Sostuvieron que por razones de espacio físico en la sede diplomática sólo permaneció Enrique H. Pfister Frías. También alegaron que el señor Pfister Frías permaneció como “asilado político en sede diplomática por casi ocho meses, privado de su libertad”
. Adicionalmente, presentaron información, según la cual, la familia Pfister salió en abril de 1977 hacia Venezuela  y regresó el 22 de diciembre de 1983 a Argentina. 

10. En relación con el agotamiento de los recursos internos, los peticionarios señalaron que como consecuencia del acuerdo de solución amistosa contenido en el informe No. 1/93 de la Comisión, el Estado había adoptado una política de reparaciones para las personas víctimas de la dictadura militar que se encuentra prevista en la ley 24.043. En este sentido, alegaron que las presuntas víctimas solicitaron ante el Ministerio del Interior los beneficios previstos en esta ley.  Argumentaron que si bien su solicitud no reunía los requisitos exigidos “literalmente en la ley”, su situación era equiparable a la de otras personas, que aunque no se ajustaban a las previsiones  de esta se les concedió el beneficio. Agregaron que el 23 de octubre de 1996, el Ministro del Interior dictó la resolución N˚ 2.770, mediante la cual rechazó el beneficio por “falta de encuadramiento” de los hechos en la ley 24.043.
11. Asimismo, indicaron que interpusieron un recurso directo previsto en la ley ante la Cámara Contencioso Administrativo contra la resolución N˚  2.770 el cual fue rechazado mediante providencia del 9 de octubre de 1997, porque a juicio del Tribunal no se habrían configurado los presupuestos fácticos previstos en la ley 24.043. Resaltaron que con la interposición de este recurso se habrían agotado los recursos de la jurisdicción interna. También argumentaron que con la ley 24.043 se habría decidido reparar la situación de las personas que sufrieron violaciones similares a los derechos humanos, y que no habían tenido una vía adecuada para realizar su reclamo. Adicionalmente, mencionaron que la voluntad del legislador al crear esta ley habría sido establecer una vía administrativa-judicial, porque ninguno de los recursos previstos en el ordenamiento jurídico resultaría útil para presentar los reclamos en la jurisdicción interna
. 
12. Los peticionarios también argumentaron que el recurso previsto en la ley 24.043  debería funcionar como idóneo y efectivo. Asimismo, explicaron las razones por las que no intentaron el juicio ordinario al indicar que la jurisprudencia de los tribunales domésticos habría establecido que si la legislación prevé un recurso directo ante la Cámara de Apelaciones, la utilización de la vía ordinaria se encuentra vedada a las partes. Argumentaron que dicha acción no habría permitido una discusión más amplia en sede judicial, y que no existiría ningún caso exitoso similar al que se encuentra en debate ante la Comisión.
13. Acerca del juicio de daños y perjuicios argumentaron que esta acción se encontraría prescrita. Indicaron que la posición de los Tribunales no habría sido contar el plazo de prescripción a partir del restablecimiento del orden democrático en 1983. Argumentaron que la posición del Estado acerca de la acción de daños y perjuicios, consiste en que sus representados habrían debido iniciar este recurso dentro de los dos años siguientes a  su salida del país, cuando aun estaba vigente la represión ilegal. Alegaron que un juicio civil de esta naturaleza habría sido inadecuado para investigar los hechos, porque bajo este recurso quien promueve la demanda es quien debe impulsar el proceso y ofrecer la prueba; por lo que habría sido necesario comprobar de manera previa, lo que denominaron “el plan criminal ejecutado por el gobierno militar y la sistemática persecución de personas”. 
14. En relación con la presunta violación de la obligación de reparar los daños ocasionados por la supuesta violación de los derechos a la integridad personal y  de circulación y residencia, los peticionarios alegaron que si no se hubiesen refugiado en una embajada extranjera “probablemente hubiesen sido asesinados o desaparecidos”
. Afirmaron que esa amenaza, junto con el hostigamiento que recibieron los obligó a instalarse en otro país, sin documentos ni posibilidad de regresar, lo cual generó “importantes daños y la constante y prolongada violación de [estos] derechos”. Señalaron que la Corte Suprema de Argentina ha vedado la posibilidad de reclamar una justa indemnización, porque ha declarado la prescripción de las acciones judiciales pertinentes.  Además, argumentaron que la doctrina de la Corte Suprema de Justicia sobre la prescripción, y la decisión del Estado de no conceder a las presuntas víctimas la reparación prevista en la ley 24.043, serían contrarias a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
. 
15. Acerca de la presunta violación del artículo 8(1) de la Convención Americana, los peticionarios alegaron que en los procedimientos internos ofrecieron diferentes pruebas y  el testimonio de personas que habrían permitido establecer que si la familia Pfister Frías hubiese permanecido en territorio argentino, habría sido detenida, así como las circunstancias que los habrían llevado al exilio. De acuerdo con lo señalado por los peticionarios, estas pruebas no fueron ordenadas en el proceso administrativo ni en el judicial. Afirmaron que el recurso directo presentado ante la Cámara de Apelaciones opera como una decisión de segunda instancia, y por lo tanto impide que se presenten nuevas pruebas. Argumentaron, que la Cámara habría debido ordenar la producción de la prueba oportunamente para poder probar los hechos que sustentaban el reclamo. También señalaron que las partes en un proceso deberían tener oportunidad de probar los hechos relacionados con su derecho, con anterioridad a que se tome una decisión sobre el fondo, lo cual reafirma la existencia de una violación del “derecho a la defensa en juicio”.  

16. Sobre la presunta violación del derecho a la igualdad, los peticionarios señalaron que en casos similares al suyo la indemnización prevista en la ley 24.043 fue otorgada. En este sentido, alegaron que el Estado argentino ha indemnizado a personas que permanecieron algunas horas detenidas o que nunca lo estuvieron.
17. Con fundamento en lo anterior, los peticionarios solicitaron a la Comisión que declare la violación de los derechos a la libertad personal, las garantías judiciales, de circulación y residencia y las garantías judiciales contenidos en los artículos 7, 8, 22, 24 y 25 y que recomiende al Estado argentino otorgar una justa indemnización.    


B.
Posición del Estado
18. En los escritos presentados ante la CIDH el Estado opuso tres defensas: (i) presentación de la petición por fuera de los límites del plazo razonable; (ii) falta de agotamiento de los recursos internos; y (iii) los hechos alegados no caracterizan violaciones de los derechos tutelados en la Convención Americana.
19. En relación con la presentación de la petición por fuera del plazo razonable, el Estado argumentó que si bien durante el tiempo que duraron las presuntas violaciones  no se encontraban las condiciones para presentar los reclamos, esta situación cesó a partir del 10 de diciembre de 1983. Afirmó que transcurrieron más de 15 años de vida democrática en Argentina hasta que los peticionarios presentaron su caso ante la Comisión, lo cual excede el plazo razonable previsto en el artículo 38(2) del Reglamento
. En este sentido, el Estado  concluyó que no es posible hacer referencia a los hechos que se habrían cometido entre 1976 y 1983 ni a su consecuente deber de reparar. 
20. Acerca del no agotamiento de los recursos internos, el Estado alegó que la ley 24.043 no prevé la situación presentada por los peticionarios, por lo que estarían atacando su contenido y para ello, debieron tramitar un proceso de conocimiento ordinario, en el que se analizara la constitucionalidad de esta norma. Agregó que los recursos de la jurisdicción interna se encuentran disponibles y son eficaces para impugnar la norma. También señaló que la vía utilizada por los peticionarios para acceder a su pretensión ha sido equivocada, porque los órganos estatales a los que se acudió no podían atacar el criterio de selección realizado por el legislador para establecer los beneficiarios de la ley. 
21. El Estado afirmó que  la ley 24.043 se aplica cuando haya existido un acto formal disponiendo la detención de una persona o cuando ésta haya sido detenida independientemente de que existiera un acto formal que la ordenara. Agregó que también se ha reconocido el beneficio previsto en la ley a las personas a quienes se dictó acto de detención, aunque no hubiesen sido detenidas. Indicó que las personas puestas a disposición del Poder Ejecutivo que hicieron uso de la opción de salida del país, también acreditaban alguna de las dos situaciones mencionadas. Señaló que a diferencia de estos casos, los peticionarios no habrían acreditado ni privación efectiva de la libertad, ni la existencia de un acto formal de detención, y que por lo tanto no habían sido considerados como titulares del beneficio establecido por la ley 24.043. Indicó que en la ley no se prevé casos en los cuales existió una restricción en el libre tránsito, ingreso y egreso del país que es la violación alegada. 

22. También alegó que los peticionarios no habían agotado el juicio de daños y perjuicios. En este sentido, afirmó que según la petición el fin del hecho lesivo se produjo al comienzo de la democracia en Argentina. En consecuencia, según el Estado, el plazo de prescripción de dos años corrió durante la vigencia del régimen democrático sin que los peticionarios acudieran a los tribunales, tal como lo habrían hecho con éxito otras personas en aquella época. 

23. Además, el Estado argumentó que la denuncia presentada por los peticionarios no caracteriza una violación de la Convención en los términos del artículo 47(b) de dicho tratado. Agregó que de acuerdo con la “fórmula de la cuarta instancia” la Comisión no puede revisar las sentencias dictadas por tribunales nacionales que actúen en la esfera de su competencia y aplicando las debidas garantías, a menos de que se haya cometido una violación de la Convención, lo cual no sucede en este caso.
24. En cuanto a la exigencia de que los hechos caractericen una violación de la Convención Americana, el Estado también afirmó que no se violó el artículo 8(1) de dicho tratado, porque el reconocimiento de las presuntas víctimas como beneficiarios de la ley 24.043 no dependía del análisis de las pruebas ofrecidas, sino del ámbito de aplicación de la ley. Agregó que en la sentencia de la Cámara de lo Contencioso Administrativo, se habrían  probado los hechos alegados por los peticionarios y que no fue la falta de prueba de los hechos, sino la calificación legal de los mismos lo que motivó el rechazo. 

25. Adicionalmente, sostuvo que la solución diversa de controversias sobre una misma cuestión es habitual en cualquier sistema judicial. El Estado también alegó que si bien pueden presentarse elementos para sostener una u otra postura, lo resuelto en estas decisiones queda dentro del margen de apreciación de los tribunales locales y resulta por lo tanto ajeno a la competencia de la Comisión. Consideró que  la ley indica claramente que el recurso previsto en caso de denegatoria total o parcial no contempla la producción de prueba alguna. En ese sentido afirmó que la decisión de la Cámara de Apelaciones no había sido arbitraria.
26. En relación con la presunta violación del derecho a la igualdad, el Estado alegó que se le debe conceder un “ámbito de discrecionalidad” para establecer el alcance de sus políticas de reparación. Afirmó que no corresponde analizar la regla de igualdad sino a partir del reconocimiento de que lo establecido por la ley 24.043 es un beneficio excepcional que no es de carácter reparador y que el alcance de esta política se encuentra regido por el principio de equidad  y no por una igualdad “estricta y lineal”. En este sentido, agregó que la CIDH debe tener en cuenta también que esta ley debe ser interpretada de manera restrictiva, para que sea el Congreso quien decida sobre posibles ampliaciones de los beneficiarios de la política de reparaciones. También afirmó que cualquier reconocimiento del beneficio de la ley 24.043, remite al derecho interno y no a la obligación de reparar “supuestas violaciones a los derechos humanos”.
27. Finalmente, el Estado solicitó que se declare la inadmisibilidad de la petición porque los hechos expuestos no tienden a caracterizar una violación de los derechos garantizados en la Convención Americana.


IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A.
Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
 
28. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado de Argentina se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Argentina es un Estado parte en la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación, respectivamente.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Argentina, Estado Parte en dicho tratado. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 

29. La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas. Al respecto, la Comisión observa que los peticionarios presentaron alegatos que se refieren a  presuntas violaciones de los derechos consagrados en dicho instrumento que habrían afectado los procesos por medio de los cuales buscaron reparación de los daños ocasionados tanto por el exilio como por hechos que le dieron lugar, las cuales se habrían registrado con posterioridad  a la entrada en vigor de la Convención para el Estado argentino y respecto de las cuales la Comisión tiene competencia ratione temporis. 
30. En relación con los hechos que llevaron a la familia Pfister a solicitar asilo, en la Embajada de Venezuela en octubre de 1976, y a su posterior exilio en ese país, desde abril de 1977 a diciembre de 1983, la CIDH observa que tuvieron lugar con anterioridad a que Argentina depositara su instrumento de ratificación de la Convención Americana; y en consecuencia no tiene competencia temporal para analizarlos a la luz de dicho instrumento. Por lo tanto, la CIDH procederá a conocer de los mismos bajo la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.
B.
Otros requisitos de admisibilidad de la petición
 
1.
Agotamiento de los recursos internos
 
31. El artículo 46 de la Convención Americana establece como requisito para que un caso pueda ser admitido que es necesario “que se hayan interpuesto y agotado los recursos de jurisdicción interna, conforme a los principios del Derecho Internacional generalmente reconocidos”.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, la resuelvan antes de que sea conocida por una instancia internacional.  
32. El Estado argentino alegó que el recurso previsto por la ley 24.043 no comprende los hechos alegados por los peticionarios y en consecuencia los recursos internos  habrían sido agotados de manera indebida. Adicionalmente fundamentó la excepción del no agotamiento de los recursos internos mediante tres argumentos: i) que los peticionarios no  presentaron recurso extraordinario contra la decisión adoptada por la Cámara de lo Contencioso Administrativo; ii) que los peticionarios habrían podido cuestionar la constitucionalidad de la ley a través de un juicio de conocimiento; y iii) la no interposición de un juicio de daños y perjuicios, porque la prescripción habría comenzado a correr a partir de la cesación de la violación alegada, la  cual habría coincidido con el restablecimiento de la vida democrática en 1983. 
33. Los peticionarios argumentaron que el recurso directo previsto en la ley 24.043 es el recurso adecuado y efectivo para reclamar la indemnización por los hechos que habrían llevado al exilio a la familia Pfister Frías. También alegaron que no debieron presentar el recurso  de inconstitucionalidad  porque se trata de un recurso extraordinario. Acerca del juicio de daños y perjuicios alegaron que la acción se encontraba prescrita.
34. En relación con la aplicación de la ley 24.043, la Comisión observa que según  la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Comisión deben agotarse aquellos recursos que son adecuados y efectivos. De acuerdo con la Corte “que sean adecuados significa que la función de esos recursos, dentro del sistema del derecho interno, sea idónea para proteger la situación jurídica infringida”
. 
35. Al respecto, la Comisión observa que en 1991 el Estado promulgó la ley 24.043, mediante la cual establece un proceso para indemnizar ”a las personas que hubieran sido puestas a disposición del P.E.N [Poder Ejecutivo Nacional] durante la vigencia del estado de sitio, o siendo civiles hubiesen sufrido detención en virtud de actos emanados de tribunales militares”. Al considerar que su situación se encontraba prevista en dicha ley, los peticionarios presentaron su solicitud de conformidad con el artículo 3. Según lo previsto en dicha norma, “la solicitud del beneficio se hará ante el Ministerio del Interior”, la cual en caso de ser negada “será recurrible dentro de los diez días de notificada ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal de la Capital Federal”. Los peticionarios cumplieron con este proceso. En primer lugar, presentaron su solicitud ante el Ministerio del Interior, la cual fue negada mediante la resolución 2770/96. Posteriormente, interpusieron ante la Cámara Nacional de Apelaciones, el recurso previsto en la ley 24.043,  el cual fue negado el 9 de octubre de 1997.

36. Por su parte, el Estado alegó que el recurso previsto en la ley 24.043 no era el adecuado para solicitar la indemnización por los hechos alegados por los peticionarios. Sin embargo, los peticionarios indicaron en sus escritos que en casos parecidos al suyo los tribunales aplicaron dicha ley
. 
37. Al respecto, la Comisión ha confirmado que en sentencias posteriores a la presentación de la petición, la Corte Suprema de Justicia señaló acerca de la aplicación de la ley 24.043:

...en tanto las condiciones en las que la actora tuvo que permanecer y luego abandonar el país -sobre las que no existen controversias- demuestran que su decisión de ampararse, primero, bajo la bandera de una nación amiga, y emigrar después, lejos de ser considerada como "voluntaria" o libremente adoptada, fue la única y desesperada alternativa que tuvo para salvar su vida ante la amenaza del propio Estado o de organizaciones paralelas o, cuanto menos, de recuperar su libertad pues...al momento de su decisión de extrañarse, ya sufría la mengua de tal derecho básico" toda vez que "...detención, no sólo en esa ley sino también para el sentido común, significa distintas formas de menoscabo a la libertad ambulatoria...Por ello...también se encuentra ínsito en el concepto de detención de la ley el análisis, el confinamiento obligado de toda la familia...como único medio de torcer el destino de muerte que ya habían sufrido dos de sus integrantes
.

38. Por lo anterior, y teniendo en cuenta que los peticionarios alegan circunstancias similares a las presentadas en otros casos analizados y resueltos bajo dicha ley, la Comisión concluye  que la ley 24.043 consagra un recurso idóneo.
39. En relación con el recurso extraordinario, la Comisión observa que este procede, entre otros supuestos, para cuestionar la validez de una ley aplicada en un caso concreto por ser contraria a la Constitución o a los tratados internacionales de los cuales Argentina es parte
. Al respecto, la CIDH no considera exigible dicho recurso toda vez que se trata de un mecanismo de control que apunta a declarar inaplicable un precepto legal, y en la presente petición el asunto impugnado por los peticionarios se circunscribe a las decisiones de las autoridades argentinas, por medio de las cuales se les rechazó el beneficio y no a la normatividad que lo regula.  
40. Respecto del juicio ordinario, la Comisión observa que de conformidad con el artículo 319 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación los procesos se adelantarán mediante este procedimiento en aquellos casos en que no se encuentre previsto un trámite especial
. Al respecto, la CIDH observa que la ley 24.043 consagraba un recurso específico, por lo tanto el juicio ordinario no era un recurso que se debía agotar antes de acudir al sistema interamericano de derechos humanos.
41. Dicho lo anterior, es necesario establecer si los peticionarios debían presentar  la interposición del juicio de daños y perjuicios. En este sentido, la Comisión ha señalado que el requisito de agotamiento de los recursos internos no significa que las presuntas víctimas tengan la obligación de agotar todos los recursos que tengan disponibles
. En consecuencia, si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional debe considerarse cumplida
. En el presente caso, los peticionarios presentaron contra la resolución del Ministerio del Interior el recurso directo previsto en la ley 24.043, respecto del cual la CIDH ya señaló que era el recurso idóneo que debía ser agotado para obtener la indemnización por el presunto exilio de las presuntas víctimas.
42. En síntesis, la Comisión concluye que en el presente caso se han interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna de conformidad con el artículo 46 de la Convención.
2.
Plazo para la presentación de la petición 
43. Conforme al artículo 46(1)(b) de la Convención Americana constituye un requisito de admisibilidad la presentación de las peticiones dentro del plazo de seis meses a partir de la notificación al presunto lesionado de la sentencia que agote los recursos internos. En el presente  caso,  consta en el expediente que los peticionarios fueron notificados de la decisión definitiva el 28 de octubre de 1997 y la petición fue presentada en la Oficina Nacional de Enlace de la Organización de los Estados Americanos en Buenos Aires el 29 de abril de 1998, es decir, un día después del plazo previsto en la Convención. Al respecto, los órganos del sistema interamericano de protección de derechos humanos han destacado en diferentes ocasiones que es un principio comúnmente aceptado que el sistema procesal es un medio para alcanzar la justicia y que ésta no puede ser sacrificada en aras de meras formalidades
. 
44. El Estado alegó que los peticionarios presentaron el caso por fuera del plazo razonable. Al respecto, la Comisión advierte que de conformidad con el artículo 32 de su reglamento: “En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable”. De acuerdo con lo anterior, y teniendo en cuenta que en el presente caso la Comisión no ha establecido que resulten aplicables las excepciones al requisito del previo de los recursos internos, no corresponde analizar si la petición se presentó en un plazo razonable. En consecuencia la Comisión considera que se ha cumplido con el requisito consagrado en el artículo 46(1)(b) de la Convención.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales
 

45. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de decisión en otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) de la Convención Americana.

4.
Caracterización de los hechos alegados
 
46. A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados pueden caracterizar una violación de derechos, según lo estipulado en el artículo 47(b) de la Convención Americana, o si la petición es "manifiestamente infundada" o es "evidente su total improcedencia", conforme al inciso (c) de dicho artículo.  El criterio de evaluación de esos requisitos difiere del que se utiliza para pronunciarse sobre el fondo de una petición; la Comisión debe realizar una evaluación prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Convención, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos.  Esta determinación constituye un análisis primario, que no implica prejuzgar sobre el fundamento del asunto
. 
47. El Estado alegó que los peticionarios están utilizando a la Comisión, como una cuarta instancia porque pretenden que se revisen las sentencias dictadas por tribunales nacionales que actuaron en la esfera de su competencia. Al respecto, como la Comisión ha reiterado, no es competente para revisar cuestiones de derecho nacional o actuar como una cuarta instancia de revisión. Sin embargo, es competente para analizar y pronunciarse sobre cuestiones que plantean un supuesto incumplimiento por parte de un Estado con sus deberes bajo la Convención Americana. En el presente caso, mas específicamente, la Comisión es competente para conocer sobre el  cumplimiento de las obligaciones, de adoptar medidas de derecho interno y garantizar los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados en los artículos 8(1) y 25 en relación con los artículos 1(1) y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
48. En relación con los hechos que llevaron a la familia Pfister a solicitar el asilo en la embajada de Venezuela en octubre de 1976 y su posterior exilio en ese país, desde abril de 1977 a diciembre de 1983, la CIDH considera que de ser ciertos podrían caracterizar presuntas violaciones de los derechos consagrados en los artículos I y VIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.  
49. Finalmente, en relación con la presunta violación del artículo 24 alegada por los peticionarios, la Comisión ha señalado que “el derecho a la igualdad ante la ley no puede asimilarse al derecho a un igual resultado de los procedimientos judiciales referentes a la misma materia”
. En la presente petición, los peticionarios alegan que la Cámara Nacional de Apelaciones de lo Contencioso Administrativo les negó la indemnización prevista en la ley 24.043, a diferencia de otros casos idénticos en los que los tribunales internos sí concedieron la indemnización prevista en esta. Al respecto, la Comisión considera que la mera invocación de otros fallos sobre la misma materia con resultados diferentes, no es suficiente para caracterizar prima facie una posible violación del artículo 24 de la Convención.
V.
CONCLUSIONES
 
50. La Comisión concluye que es competente para tomar conocimiento del caso de autos y que la petición es admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.
51. En virtud de los argumentos fácticos y jurídicos que anteceden, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
 
DECIDE:
1.
Declarar admisible el presente caso en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1(1) y 2 de este tratado; 
2. Declarar admisible el presente caso en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los artículos I y VIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 
3.
Declarar inadmisible el caso, en relación con lo dispuesto por el artículo 24 de la Convención Americana.
 
4.
Notificar esta decisión a las partes. 
 
5.
Continuar con el análisis del fondo del asunto. 
 
6.
Dar a conocer públicamente el presente informe y publicarlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de marzo de 2010.  A favor: Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, y José de Jesús Orozco Henríquez; Rodrigo Escobar Gil (en disidencia).
� Esta ley se titula “Beneficios a las personas que hubieran sido puestas a disposición del P.E.N [Poder Ejecutivo Nacional] durante la vigencia del estado de sitio, o siendo civiles hubiesen sufrido detención en virtud de actos emanados de tribunales militares”. 


� Petición presentada el 29 de abril de 1998 en la Oficina Nacional de Enlace de la Organización de los Estados Americanos de Buenos Aires.


� Ibidem.


� Ibídem.


� En este sentido afirmaron que la Corte Suprema de Justicia habría establecido en el caso “Noro, Horacio José c/ el Ministerio del Interior –art. 3, ley 24.043”, que esta norma tiene por objeto indemnizar económicamente a aquellas personas que durante la dictadura militar fueron privadas de la libertad ambulatoria, como consecuencia de actos ilegítimos llevados a cabo por las autoridades que ejercían el poder. También citaron diferentes decisiones judiciales emitidas tanto por la Cámara en lo Contencioso Administrativo como por la Corte Suprema de Justicia, en las que se habría ordenado la indemnización prevista en la ley 24.043 de personas que durante la época de la dictadura militar habrían salido exiliadas después de ser detenidas.


� Petición presentada el 29 de abril de 1998 en la Oficina Nacional de Enlace de de la Organización de los Estados Americanos de Buenos Aires.


� En este sentido citaron el caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras de la Corte Interamericana.


� Este artículo corresponde a la reforma al reglamento de la Comisión aprobada en 1996.


� Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 64.


� En este sentido, los peticionarios citaron los siguientes fallos de la Suprema Corte de Justicia Argentina: Noro, Horacio José c/ Ministerio del Interior Art. 3º — ley 24.043,  15 de julio de 1997,  Fallos: 320:1469; Quiroga, Rosario Evangelina c/ Ministerio del Interior s/ art. 3º de la ley., sentencia, de 1 de junio de 2000, Fallos: 323:149; Bufano, Alfredo Mario c/ Ministerio del Interior. 01/06/2000 — Fallos: 323:1406; Geuna Graciela Susana c/ Ministerio del Interior, 1 de junio de 2000, Fallos 323-1406; Asimismo, los peticionarios se refirieron a la decisión dictada por la Cámara Nacional de Apelaciones de la Capital Federal: Arrastía Mendoza, Ana María-c/Ministerio del Interior,  9 de febrero de 1998. 


� Corte Suprema de Justicia de la Nación, sentencia de 14 de octubre de 2004, “Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ M˚ del Interior- resol. M.J.H. (expte. 443.459/98). La cita corresponde al dictamen de la Procuración General en este caso el cual es compartido por la Corte. Este precedente fue reiterado, en los casos de la Corte Suprema de Justicia: “Cuesta, Lucrecia Silvia c/ M˚J y DD.HH. art. 3 ley 24.043 (resol. 550/01)” de 28 de marzo de 2006. De igual manera, la Corte Suprema se refirió al pasaje citado en “Dragoevich, Héctor Ramón c/ M˚ de J y DD.HH. –art. 3 ley 24.043 (resol. 612/01) sentencia de 2 de diciembre de 2008.


� Este recurso se encuentra previsto en el artículo 14 de la ley 48 la cual establece: “Una vez radicado un juicio ante los tribunales de provincia, será sentenciado y fenecido en la jurisdicción provincial, y sólo podrá apelarse a la Corte Suprema de las sentencias definitivas pronunciadas por los tribunales superiores de provincia en los casos siguientes: 1) cuando en el pleito se haya puesto en cuestión la validez de un tratado, de una ley del Congreso, o de una autoridad ejercida en nombre de la Nación, y la decisión haya sido contra su validez; 2) cuando la validez de una ley, decreto o autoridad de provincia se haya puesto en cuestión bajo la pretensión de ser repugnante a la � HYPERLINK "http://infoleg.mecon.gov.ar/txtnorma/ConstitucionNacional.htm" �Constitución Nacional�, a los tratados o leyes del Congreso, y la decisión haya sido en favor de la validez de la ley o autoridad de provincia; 3) cuando la inteligencia de alguna cláusula de la � HYPERLINK "http://infoleg.mecon.gov.ar/txtnorma/ConstitucionNacional.htm" �Constitución�, o de un tratado o ley del Congreso, o una comisión ejercida en nombre de la autoridad nacional haya sido cuestionada y la decisión sea contra la validez del título, derecho, privilegio o excención que se funda en dicha cláusula y sea materia de litigio”.


� Al respecto el artículo 319 del Código vigente para la época de los hechos dispone: “Todas las contiendas judiciales que no tuvieren señalada una tramitación especial, serán ventiladas en juicio ordinario, salvo cuando este Código autoriza al juez a determinar la clase de proceso aplicable. Cuando la controversia versare sobre derechos que no sean apreciables en dinero, o existan dudas sobre el valor reclamado y no correspondiere juicio sumario o sumarísimo, o un proceso especial, el juez determinará el tipo de proceso aplicable. En estos casos así como en todos aquellos en que este Código autoriza al juez a fijar la clase de juicio, la resolución será irrecurrible y dentro de los CINCO (5) días de notificada personalmente o por cédula la providencia que lo fije, el actor podrá ajustar la demanda a ese tipo de proceso”.


� CIDH, Informe No. 76/09, petición 1473-06, Admisibilidad, Comunidad de la Oroya (Perú), 5 de agosto de 2009, párr. 64; CIDH, Informe No. 40/08, petición 270/07. Admisibilidad. I.V. (Bolivia), 23 de julio de 2008, párr. 70.


� CIDH, Informe No. 76/09, petición 1473-06, Admisibilidad, Comunidad de la Oroya (Perú), 5 de agosto de 2009, párr. 64 CIDH, Informe No. 57/03, caso 12.337, Marcela Andrea Valdés Díaz (Chile), 10 de octubre de 2003, párr. 40; y CIDH, Informe No. 40/08, petición 270-07. Admisibilidad. I.V. (Bolivia), 23 de julio de 2008, párr. 70.


� Cfr. Corte I.D.H., Caso Cayara Vs. Perú. Excepciones Preliminares. Sentencia de 3 de febrero de 1993. Serie C No. 14, párr. 42; Corte I.D.H., Ciertas Atribuciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (arts. 41, 42, 44, 46, 47, 50 y 51 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-13/93 del 16 de julio de 1993. Serie A No. 13, párr. 43; CIDH, Informe No. 20/09, Petición 235-00, Admisibilidad, Agustín Bladimiro Zegarra Marín (Perú), 19 de marzo de 2009, párr. 66.


� CIDH. Informe No. 58/09, petición 12.354, Admisibilidad, Pueblo Indígena Kuna de Madungandi y Emberá de Bayano y sus miembros (Panamá), 21 de abril de 2009, párr. 57.


� CIDH, Informe No. 39/96, Caso 11.673, Santiago Marzioni (Argentina), 15 de octubre de 1996, Informe Anual CIDH 1997, párr. 56.
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